
DIRECTORES:	 JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO 

www.secretariasenado.gov.co 

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA POSITIVO PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 030 DE 2025 SENADO

por medio de la cual se interpreta con autoridad el numeral 4 del artículo 3º de la Ley 2468 de 2025.

 
Bogotá D.C., Agosto 5 de 2025 
  
  
Señor 
JAIRO CASTELLANOS SERRANO 
Presidente Comisión Tercera Constitucional 
Senado de la República 
  
  
  
Asunto: Informe de ponencia para primer debate del proyecto de ley 030 de 2025 
Senado “Por medio de la cual se interpreta con autoridad el numeral 4 del artículo 3º 
de la Ley 2468 de 2025” 
  
  
Cordial Saludo, 
  
De manera comedida, atendiendo a la designación por la mesa directiva de la 
Comisión Tercera Constitucional del Senado y en cumplimiento del mandato 
constitucional y de lo dispuesto por la Ley 5 de 1992, se rinde informe POSITIVO de 
ponencia de primer debate del proyecto de ley 030 de 2025 Senado “Por medio de la 
cual se interpreta con autoridad el numeral 4 del artículo 3º de la Ley 2468 de 2025”. 
 
  
 
Cordialmente,  

 

 

EFRAÍN CEPEDA SARABIA 
Senador de la República  
 

 
CONTENIDO 

 
El presente informe está dividido en 10 secciones subsiguientes al contenido, que se 
detallan de manera enumerada a continuación: 
 

1. Antecedentes e del proyecto de ley. 
2. Objeto del proyecto de ley. 
3. Justificación del proyecto de ley. 
4. Impacto fiscal. 
5. Conflicto de intereses. 
6. Proposición. 
7. Texto que se propone para primer debate en la Comisión Tercera 

constitucional del Senado de la República. 
 

I. ANTECEDENTES 
 
El proyecto fue radicado el día 22 de julio de 2025 por los Senadores: Efraín Cepeda 
Sarabia, Marcos Daniel Pineda García, Miguel Ángel Barreto Castillo, Jairo 
Castellanos Serrano, Gustavo Moreno Hurtado, Yenny Rozo Zambrano, Antonio 
Zabaraín Guevara, Karina Espinosa Oliver, José Alfredo Gnecco, Carolina Espitia 
Jeréz, Liliana Bitar Castilla, Juan Carlos Garcés Rojas, Mauricio Goméz Amin, Ciro 
Ramírez Cortés, Guido Echeverri Piedrahita, Angelica Lozano Correa y, Juan Felipe 
Lemos 
 
Los Representantes a la Cámara:  Armando Zabaraín D’arce, Carlos Ardila Espinosa, 
Wilmer Castellanos Hernández, Saray Robayo Bechara, Juan Sebastian Gómez 
González, Modesto Aguilera Vides, Alejandro García Ríos 
 
El día 4 de agosto de 2025 se me designó como ponente, por parte de la mesa 
directiva de la Comisión Tercera Constitucional. 
 

II. OBJETO  
El proyecto de ley tiene como fin interpretar con autoridad el alcance del numeral 4 
del artículo 3° de la Ley 2468 de 2025, en lo relativo a la fuente de financiación del 
Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET), con el fin de 
aclarar que la obligación de girar el 10% de los ingresos corrientes de libre destinación 
al mencionado fondo recae exclusivamente sobre los departamentos, y no sobre los 
municipios ni distritos.  
 
III.  JUSTIFICACIÒN  

La interpretación del artículo 3 de la Ley 2468 de 2025 busca evitar confusiones 
derivadas del cambio en la redacción legal frente a la norma anterior (Ley 549 de 
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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1999), preservando así el espíritu original del régimen de financiación del FONPET y 
garantizando la seguridad jurídica en su aplicación. 
 

La ley 549 de 1999 “Por la cual se dictan normas tendientes a financiar el pasivo 
pensional de las entidades territoriales, se crea el Fondo Nacional de Pensiones de 
las entidades territoriales y se dictan otras disposiciones en materia prestacional” fue 
expedida con el fin de resolver problemas en los pasivos pensionales que estaban a 
cargo de las entidades territoriales y sobre los cuales no existían los recursos para 
financiarlos.  

Con ese propósito se creó, en el artículo 3 de la ley, el FONDO NACIONAL DE 
PENSIONES DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES, FONPET. En el artículo 2 de 
dicha Ley se consideraron las fuentes no sólo provenientes de las entidades 
territoriales sino de la nación, para que financiaran dichos pasivos. La Corte 
Constitucional, al revisar la constitucionalidad de estas normas y específicamente las 
relativas a las fuentes de las entidades territoriales, consideró lo siguiente: (i) la 
dificultad de cubrir estos pasivos en las entidades territoriales, particularmente en los 
departamentos; (ii) al existir pasivos sin fuente para financiarlos y poder atender los 
derechos derivados del artículo 48 de la Constitución, era previsible que el legislador 
estableciera qué rentas y qué porcentajes de departamentos y municipios debían 
girarse al fondo como un ahorro para que en el momento oportuno cubra el pago de 
las pensiones de las entidades territoriales; (iii) la Ley buscó fuentes de financiación 
dado la crisis que tenían en este tema del pasivo pensional las entidades territoriales.  

Así fue cómo en su artículo 2 la Ley 549 de 1999 definió del siguiente modo las 
rentas y porcentajes por medio de los cuales las entidades territoriales y la Nación 
deberían contribuir al Fondo:   

“ARTÍCULO 2o. RECURSOS PARA EL PAGO DE LOS PASIVOS 
PENSIONALES. Se destinarán a cubrir los pasivos pensionales los siguientes 
recursos:  

1. Los nuevos recursos que sean transferidos a los departamentos y distritos 
por concepto de situado fiscal originado en los recursos recaudados por razón 
del impuesto a las transacciones financieras a que se refiere el artículo 117 de 
la ley del Plan de Desarrollo, los cuales se destinarán a atender pasivos 
pensionales territoriales de las áreas de salud y educación, y se repartirán 
entre dichas áreas y entre departamentos y distritos, en la misma proporción 
en que se distribuya entre los sectores y entidades mencionadas el situado 
fiscal en el respectivo año.  

2. Los que se produzcan por razón del incremento porcentual en la 
participación de los municipios en los ingresos corrientes de la Nación, que se 
realice a partir del año 2000, incluido este último, de acuerdo con el parágrafo 
del artículo 357 de la Constitución Política, que se distribuirá entre las cuentas 

de las entidades territoriales en la misma forma en que se distribuyan las 
participaciones en los ingresos de la Nación.  
 
3. Para el año 2000 y siguientes un porcentaje no superior al siete por ciento 
(7%) de los recursos del Fondo Nacional de Regalías, y que no comprometan 
los recursos de destinación específica de las entidades territoriales. Estos 
recursos se distribuirán entre las cuentas de las entidades territoriales con los 
mismos criterios que se aplican para la distribución de los recursos de inversión 
del Fondo Nacional de Regalías.  

4. El diez por ciento (10%) de los recursos provenientes de privatizaciones 
nacionales en los términos del artículo 23 de la Ley 226 de 1995, los cuales se 
distribuirán por partes iguales entre el municipio, departamento y distrito, si 
fuere el caso, en el cual esté ubicada la actividad principal de la empresa cuyas 
acciones se enajenen.  

5. <Numeral derogado por el artículo 160 de la Ley 1151 de 2007  

6. A partir del 1o. de enero del año 2000, el veinte por ciento (20%) de los 
bienes cuyo dominio se extinga a favor de la Nación, en virtud de la aplicación 
de la Ley 333 de 1997 y las normas que la complementen o adicionen. Dichos 
bienes continuarán siendo administrados por las autoridades previstas en las 
disposiciones vigentes, con la participación del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, y deberán ser enajenados para que con su producto y el de 
su administración se incremente el valor del Fondo.  

7. A partir del 1o. de enero del año 2000, el 15% de los ingresos producto de 
la enajenación al sector privado de acciones o activos de las entidades 
territoriales.  

8. A partir del 1o. de enero del año 2001, el 20% del producto del impuesto 
de registro. 

 
9. A partir del año 2001, el 5% de los ingresos corrientes de libre 
destinación del respectivo departamento. Dicho porcentaje se 
incrementará anualmente en un punto porcentual, de tal manera que a 
partir del año 2006, inclusive, se destine al Fondo el 10% de los ingresos 
corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial.  

10. Los ingresos que se obtengan por la explotación del Loto Único Nacional, 
el cual organizará el Gobierno Nacional dentro de los seis meses  
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley. Dichos recursos se 
destinarán a atender el pasivo pensional del sector salud en las entidades 
territoriales. Inicialmente los recursos tendrán por objeto cubrir la 
responsabilidad de financiamiento de dicho pasivo prevista en la ley 60 de 

1993, para lo cual la asignación de los recursos se distribuirá entre la Nación y 
las entidades territoriales en la misma proporción en que deben financiarse 
estos pasivos pensionales, prevista por el artículo 33 de la Ley 60 de 1993 y 
las disposiciones que la adicionen o reformen. Una vez cubierta la 
responsabilidad de financiamiento compartida de acuerdo con la mencionada 
ley, el producto del Loto se destinará a financiar el resto del pasivo pensional 
del sector salud, de las entidades territoriales.  

11. A partir del año 2001, el 70% del producto del impuesto de timbre 
nacional.  

PARÁGRAFO 1o. Los recursos señalados en los numerales 5, 6, 10 y 11, 
cuando vayan a financiar pasivos de las entidades territoriales, se distribuirán 
entre los departamentos y distritos de una parte, y los municipios de otra, en la 
misma proporción que exista entre los recursos del situado fiscal y los 
correspondientes a la participación de los municipios en los ingresos corrientes 
de la Nación en cada año. La distribución entre cada uno de los departamentos 
y distritos y entre cada uno de los municipios se hará conforme a los mismos 
criterios previstos en los numerales 1 y 2 del presente artículo, según sea el 
caso. Para efectos de los cálculos correspondientes a la distribución entre los 
municipios no se tendrán en cuenta los distritos previstos en la Constitución 
Política.  

Los recursos provenientes de una determinada entidad territorial se 
destinarán a dicha entidad territorial.  

PARÁGRAFO 2o. A partir del 1o. de enero del año 2001, el aporte del 
impuesto de registro se podrá incrementar en un medio punto porcentual 
respecto de las tarifas previstas en la ley. 

 
PARÁGRAFO 3o. En todo caso para que se abonen a las entidades 
territoriales recursos nacionales, distintos a las transferencias constitucionales, 
será necesario que las mismas estén cumpliendo a cabalidad con las normas 
que rigen el régimen pensional y las obligaciones que le impone esta ley.  

PARÁGRAFO 4o. Las entidades territoriales podrán destinar los recursos que 
no correspondan al Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades 
Territoriales para los Fondos de Pensiones del nivel territorial o los  
patrimonios autónomos que tengan constituidos para pensiones.  

PARÁGRAFO 5o. Los docentes a cargo de los municipios, departamentos, y 
distritos deberán estar afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, en los términos previstos en las Leyes 91 de 1989, 60 de 1993 
y 115 de 1994.  

PARÁGRAFO 6o. Para el año 2000 el Gobierno Nacional deberá anticipar a 
las entidades territoriales (departamentos, distritos y municipios) que tengan 
pendientes de pago mesadas atrasadas al 30 de octubre de 1999, el valor 
correspondiente para cubrir dicha deuda pensional, descontando el valor del 
anticipo del mismo año o en los años subsiguientes, de los recursos que deba 
girar la Nación al Fonpet en la parte que corresponda a la respectiva cuenta de 
las entidades territoriales, tomando en consideración la destinación de estos 
recursos. El monto total a anticipar por parte de la Nación no excederá de 
ochenta mil millones de pesos. Dichos anticipos se destinarán exclusivamente 
a pagar las mesadas pensionales atrasadas. El Gobierno reglamentará la 
forma y oportunidad en que se acreditará el atraso en las mesadas pensionales 
en la fecha mencionada, la fórmula de cálculo del valor correspondiente y la 
distribución de los recursos cuando los mismos no alcancen a cubrir la totalidad 
de las mesadas atrasadas.  

PARÁGRAFO 7o. En desarrollo de lo previsto en la Ley de Presupuesto del 
año 2000, en relación con la inversión que hará el departamento de La Guajira, 
de conformidad con la Ley 226 de 1995, aclárese lo siguiente:  

El 10% del producto de la venta del interés de la Nación y del de sus 
entidades descentralizadas en el Cerrejón Zona Norte, se distribuirá así:  

Hasta un 50% con destino al Fondo Nacional de Pensiones de las entidades 
territoriales, creado por la presente ley, hasta concurrencia del monto del 
cálculo actuarial de las pensiones y el remanente, para la ejecución de 
proyectos de desarrollo regional en el departamento y los 

 
municipios en donde se desarrollan las actividades industriales principales 
objeto de la privatización.  

PARÁGRAFO 8o. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público diseñará y 
adoptará un modelo de administración financiera que determinará el monto de 
recursos que cada ente territorial deberá transferir anualmente al Fonpet. 
Dicho modelo tomará en cuenta el nivel de reservas constituidas, el tamaño de 
la obligación pensional y el comportamiento esperado de los pagos. Dentro de 
los dos años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público deberá diseñar y adoptar el modelo previsto en 
este parágrafo. A partir de la fecha en que dicho modelo sea adoptado las 
entidades territoriales podrán determinar el monto de sus aportes conforme al 
mismo, los cuales podrán ser inferiores a los previstos en este artículo siempre 
y cuando se cumpla con las metas señaladas en el modelo. Mientras no se 
haya adoptado el modelo de administración financiera, deberá cumplirse en su 
totalidad con los aportes previstos en este artículo.  

Cuando quiera que los aportes de la entidad territorial se reduzcan en virtud 
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de lo dispuesto en este parágrafo, en la misma proporción se reducirá la 
participación de la entidad en los ingresos que la Nación transfiere en 
desarrollo de esta ley.”  

(Resaltado, negrilla y subrayados por fuera del texto original)  

Adviértase de lo anteriormente transcrito que el legislador señaló expresamente la 
fuente y el porcentaje de la misma que los departamentos y los municipios debían 
girar al fondo de pensiones con el propósito antes mencionado.  

Adicionalmente, si se atiende al numeral noveno del artículo 2º, claramente se 
evidencia la fuente que, sobre los ingresos corrientes de libre destinación, los 
departamentos debían girar al Fondo. Así mismo, se evidencia en dicha norma una 
progresividad en el tiempo con objeto de alcanzar el 10% de sus ingresos corrientes 
de libre destinación a partir del año 2006, lo cual, es una destinación exclusiva de los 
departamentos.  

Ahora bien, es importante mencionar que el Gobierno Nacional, frente al proyecto de 
ley No 479-2024 Cámara – 075 de 2024 Senado, expresó durante el trámite de la 
norma su negativa a emitir un concepto favorable en tres oportunidades. Así mismo, 
el Gobierno objetó la norma por razones de inconstitucionalidad e inconveniencia, tal 
como se anuncia en la comunicación de junio 19 de 2025 suscrita por el gobierno 
nacional. 

 
En este sentido, el Proyecto que modifica la Ley 549 no tiene una pretensión de 
aumentar las fuentes de financiación de dicho Fondo. Por el contrario, cómo se puede 
evidenciar, el propósito de la modificación de la ley 549, en cuanto a las fuentes de 
financiación y en particular del numeral 9 del artículo 2, no puede interpretarse en el 
sentido de que a partir de ahora se obliga a los municipios a destinar como nueva 
renta para el Fondo el 10% de sus ingresos corrientes de libre destinación.  

La anterior interpretación debe imperar, ya que el objetivo de la norma bajo comento 
no era buscar más recursos para cubrir los pasivos pensionales, máxime cuando en 
el proyecto no hay un análisis de ello, como si lo hizo la ley 549 en su momento.  

Adicionalmente, la eliminación de la expresión alusiva a los departamentos no puede 
ahora interpretarse como una extensión de la norma a los municipios y distritos. Entre 
otras razones, dicha extensión no sería aceptable a la luz de la prohibición de 
retroactividad de las normas. Lo anterior ya que sería incomprensible que la norma 
aplique a los municipios a partir del año 2006, lo cual sería inaceptable ya que 
generaría efectos retroactivos para municipios y distritos y vulneraría principios 
relativos a la vigencia de las leyes.  

CARÁCTER Y VALOR DE LAS LEYES INTERPRETATIVAS  

El Congreso de la República, en ejercicio de su función legislativa, es titular de la 
potestad de interpretación auténtica de las leyes, en virtud de lo dispuesto en el 

 
artículo 150 numeral 1 de la Constitución Política. Como lo ha establecido la Corte 
Constitucional, dicha atribución debe ser ejercida por el Congreso de la República 
atendiendo a la naturaleza y el sentido de esta función. 

La ley interpretativa tiene como propósito fundamental precisar el alcance normativo 
de una disposición preexistente, excluyendo uno o varios sentidos posibles 
contenidos en otra disposición antecedente y de su misma jerarquía. De este modo, 
la ley interpretativa no puede introducir nuevos contenidos normativos, ni modificar el 
alcance de la disposición original más allá de lo que permite su tenor literal y su 
contexto. Su función es aclaratoria y no de modificación y/o adición. 

Asimismo, esta clase de leyes produce efectos retrospectivos, es decir, se aplican 
desde la fecha de vigencia de la norma interpretada, dado que se entiende que el 
contenido de la interpretación siempre formó parte de la voluntad del legislador 
original, salvo disposición expresa en contrario. Esto ha sido reiterado por la Corte en 
múltiples fallos, entre ellos la Sentencia C-424 de 1994. Así mismo, en la Sentencia 
C-197/98 se menciona que la norma interpretativa forma con la interpretada “una sola 
y única regla de derecho, cuyo entendimiento se unifica cuando con su autoridad el 
legislador fija su alcance, se reputa haber regido siempre en los mismos términos y 
con igual significado al definido en la disposición interpretativa”.  

Por todo lo anterior, se propone un texto conciso, pero jurídicamente claro, que 
cumple con el propósito de interpretación auténtica del legislador. Ello permitirá 
brindar seguridad jurídica tanto a las autoridades de las ciudades capitales y distritos, 
como a los destinatarios de las disposiciones tributarias a las que se refiere la Ley 
2468 de 2025. 

Ahondamos en las anteriores consideraciones a pesar de que la Corte Constitucional, 
de acuerdo con la Sentencia C-076/07, ha señalado que “A diferencia de otras 
funciones de interpretación de las leyes, como por ejemplo, las que se realizan en la 
actividad del juez o por la Administración Pública; la interpretación auténtica realizada 
por el propio legislador no requiere ser motivada, pues tiene su origen en un acto 
eminentemente político, cuya fuerza vinculante emana directamente del poder 
soberano, como se deduce de lo previsto en los artículos 3° y 133 de la Constitución 
Política”. Se propone al Congreso de la República aplicar esta disposición. (subraya 
fuera de texto). 

 
IV. ANÁLISIS DE IMPACTO FISCAL 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 819 de 2003 y con la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional al respecto (véase el fallo C-075 de 2022, 
entre otros), la presente iniciativa no genera impacto fiscal, en tanto no establece 
nuevas obligaciones de gasto, ni modifica la estructura tributaria vigente, ni otorga 
beneficios tributarios de ningún tipo. El proyecto no implica erogaciones adicionales 

 
para el Presupuesto General de la Nación, ni afecta las fuentes de ingreso del Estado. 
Por lo tanto, no se requiere acompañar esta iniciativa de un análisis económico-
financiero adicional, al no existir incidencia en las finanzas públicas. 

 
V. CONFLICTO DE INTERESES  

 
El artículo 182 de la Constitución Política de Colombia dispone que los congresistas 
deberán poner en conocimiento de la respectiva Cámara las situaciones de carácter 
moral o económico que los inhiban para participar en el trámite de los asuntos 
sometidos a su consideración, y que la Ley determinará lo relacionado con los 
conflictos de intereses y las recusaciones.  
 
En consecuencia, el artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por la Ley 2033 de 
2009, definió lo relativo al Régimen de Conflicto de Interés de los Congresistas, en 
ese sentido dispuso: 
 

“(...) Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o 
votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en 
un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista. 
 
a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o 
crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del 
congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas 
que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a 
las que se encuentre formalmente vinculado. 
 
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la 
decisión. 
 
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero 
civil.” 

 
De igual manera, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 3 de la Ley 2003 de 
2019, que modifica el artículo 291 de la Ley 5 de 1992, en que se dispone el incluir 
“(…) un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un 
conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, de acuerdo al artículo 
286”; el presente proyecto de ley no presenta conflictos de interés dado que no 
establece disposiciones que generen beneficios particulares, actuales y directos para 
los congresistas o las personas relacionadas con estos en los grados determinados 
por la ley. Esto no exime al congresista que así lo considere de declarar los conflictos 
de intereses en los que considere que pueda estar inmerso.  

 
VI. PROPOSICIÓN 

 
Por las anteriores consideraciones, solicitamos a la Honorable Comisión Tercera 
Constitucional del Senado de la República aprobar en Primer Debate al proyecto de 
ley 030 de 2025 Senado “Por medio de la cual se interpreta con autoridad el numeral 
4 del artículo 3º de la Ley 2468 de 2025” y dar tránsito a segundo debate, según el 
texto definitivo que se propone.  
 
Cordialmente,  

 

 

EFRAÍN CEPEDA SARABIA 
Senador de la República  
 
 
VII. ARTICULADO PROPUESTO PRIMER DEBATE  

“Por Medio De La Cual Se Interpreta Con Autoridad El Numeral 4 Del 
Artículo 3° De La Ley 2468 De 2025” 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA   

DECRETA  
 

ARTÍCULO 1. Para efectos de lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 3º de la Ley 
2468 de 2025 sobre las fuentes para la financiación y pagos de los pasivos 
pensionales, se entiende que el giro del 10% de los Ingresos Corrientes de libre 
Destinación corresponde exclusivamente a los departamentos, más no a municipios 
y distritos.  

ARTÍCULO 2. La disposición contenida en el artículo 1º de la presente Ley constituye 
la única interpretación autorizada del numeral 4 del artículo 3 de la Ley 2468 de 2025.  

ARTÍCULO 3. Esta Ley rige a partir de su promulgación.  
 
Cordialmente,  

 

EFRAÍN CEPEDA SARABIA 
Senador de la República  
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T E X T O S  D E  C O M I S I Ó N

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN QUINTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL SENADO DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 134 DE 2024 SENADO

por el cual se permiten nuevos modelos de negocio para impulsar la transición energética justa.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN QUINTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL SENADO DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 224 DE 2024 SENADO

por medio de la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la política pública para el 
impulso y la promoción de la economía azul y la economía ecológica en los ecosistemas hídricos del país y 

se dictan otras disposiciones - Ley de Economía Azul y Ecológica.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN QUINTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL SENADO DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 337 DE 2024 SENADO

por la cual se establecen mecanismos de prevención y atención en casos de hurto, maltrato, tráfico y 
abandono de animales domésticos de compañía en el contexto migratorio y se dictan otras disposiciones.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN QUINTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL SENADO DE LA REPÚBLICA AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 407 DE 2025 SENADO

por la cual se declara a Colombia como país libre de grandes simios en cautiverio y se dictan otras 
disposiciones: Ley Yoko.

C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S

CONCEPTO JURÍDICO DE LA SECRETARÍA DE GOBIERNO AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 224 DE 2024 SENADO

por medio de la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la Política Pública para el 
impulso y la promoción de la Economía Azul y la Economía Sostenible en los ecosistemas acuáticos del 

país y se dictan otras disposiciones - “Ley de Economía Azul y Sostenible”.

Página 1 de 1

Al contestar por favor cite estos datos:
Radicado No. * 20251700291661*
Fecha: *07-07-2025*

*20251700291661*
Bogotá, D.C.

170

Señor:
DAVID DE JESÚS BETTIN
Secretario
Comisión Quinta Constitucional Permanente
Senado de la República
comision.quinta@senado.gov.co
Carrera 7 No. 8 – 68, Piso 2, Edificio Nuevo del Congreso
Bogotá D.C.

Asunto: Observaciones de la Administración Distrital al Proyecto de Ley No. 224 de 2024 Senado, “Por medio 
de la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la Política Pública para el impulso y la promoción de 
la Economía Azul y la Economía Sostenible en los ecosistemas acuáticos del país y se dictan otras disposiciones” -
“Ley de Economía Azul y Sostenible”.

Respetado Secretario Bettin: 

En atención al estudio técnico, jurídico y presupuestal realizado al Proyecto de Ley indicado en el asunto y de 
conformidad con lo señalado en el capítulo III del Decreto Distrital 06 de 2009, me permito informarle que la 
Secretaría Distrital de Ambiente (anexo radicado No. 20254212280172), realizó observaciones sobre dicha 
iniciativa para consideración de esa célula legislativa durante su trámite. 

En tal sentido, de manera respetuosa se sugiere que, en el estudio y discusión del referido Proyecto de Ley, se 
tengan en cuenta las observaciones planteadas, no sin antes manifestar nuestra disposición y compromiso en 
colaborar con la actividad legislativa.

En caso de querer ampliar el concepto técnico que se remite sobre esta iniciativa legislativa, estamos dispuestos 
a organizar mesas de trabajo entre la Administración Distrital, los autores y ponentes de ser necesario. Así 
mismo, para cualquier información adicional que se requiera, se puede comunicar al correo electrónico 
equipocongresodrp@gobiernobogota.gov.co.

Cordialmente,

JUAN BELLO GONZÁLEZ 
Director de Relaciones Políticas
juans.bellog@gobiernobogota.gov.co

Anexo: Uno (tres folios en formato *pdf)

Datos Notificación

Nombres/Apellidos: _____________________________

No Identificación:_______________________________

Fecha y Hora: __________________________________

Nota: Los datos de este apartado solo serán diligenciados por la persona quien 
recibe este documento al momento de la notificación.

UANANANANANANANANANANNANANANNNNANANANAAANANNANAAANNNAAAANNNAAAAAANANNNAAAAAANAAANAAANAAAAAAAAAAAAAAAAANAAAAAAAAAAAAAAAAAAAANAAAAAAAANAAANANAAAAAAAAAANN BBBBBBBBBBBBBBBBBELLOOOOOOOOO GGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGGONZÁLE
Diiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiiirecttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttttoooorooooooooooooooooooooooooooooooooooooooooooooooooooooooooooo  de Relaciones Polít
uanananananananaaananaannananannnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnnns.s.sss.ss.ss.ssssss.ssss.sssssssssss.sssssssssssssssssssssssssssssssssssssssssss bbbbbbbebbbbbbbbbbbbbb llog@gobiernobogo

Bogotá D.C.

Doctor
JUAN SEBASTIÁN BELLO GONZÁLEZ
Director de Relaciones Políticas 
SECRETARIA DISTRITAL DE GOBIERNO
Correo electrónico: radicacionsdg.nivelcentral@gobiernobogota.gov.co
equipocongresodrp@gobiernobogota.gov.co

Referencia: Respuesta al radicado 2025ER120992- observaciones para el Proyecto de Ley 224 
de 2024 - Senado, “Por medio de la cual se establecen los lineamientos para la formulación 
de la Política Pública para el impulso y la promoción de la Economía Azul y la Economía 
Sostenible en los ecosistemas acuáticos del país y se dictan otras disposiciones” - “Ley de 
Economía Azul y Sostenible”.

Respetado Doctor Bello, 

De conformidad con el seguimiento y control de los Proyectos de Ley con competencias para el 
Sector de Ambiente y que cursan en el Congreso de la República, la Secretaría Distrital de 
Ambiente, una vez realizada la revisión técnica y jurídica del texto de propuesta del Proyecto de 
224 de 2024 - Senado, “Por medio de la cual se establecen los lineamientos para la 
formulación de la Política Pública para el impulso y la promoción de la Economía Azul y la 
Economía Sostenible en los ecosistemas acuáticos del país y se dictan otras disposiciones” 
- “Ley de Economía Azul y Sostenible”.  de manera atenta se remiten las siguientes
consideraciones y observaciones sobre el particular:

FORMATO ÚNICO PARA EMISIÓN DE OBSERVACIONES PROYECTOS DE LEY O DE ACTO 
LEGISLATIVO- DIRECCIÓN DE RELACIONES POLÍTICAS

SECTOR QUE CONCEPTÚA: AMBIENTE

PROYECTO DE LEY PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO

NÚMERO DEL PROYECTO:  

EN SENADO: ____224___    AÑO: ____2024____ 
EN CÁMARA: ________    AÑO: ________

ORIGEN DEL PROYECTO   Senado FECHA DE RADICACIÓN  2024-09-05 COMISIÓN Quinta 

ESTADO DEL PROYECTO Pendiente rendir ponencia para segundo debate

TÍTULO DEL PROYECTO

X
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“Por medio de la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la Política Pública para 
el impulso y la promoción de la Economía Azul y la Economía Sostenible en los ecosistemas 
acuáticos del país y se dictan otras disposiciones” - “Ley de Economía Azul y Sostenible”.

AUTOR (ES) Y PONENTE (S)

H.S. LAURA ESTER FORTICH SÁNCHEZ, RICHARD FUELANTALA DELGADO, CARLOS JULIO 
GONZÁLEZ VILLA, SOLEDAD TAMAYO TAMAYO, PAULINO RIASCOS RIASCOS, FERNEY 
SILVA IDROBO, LILIANA BITAR CASTILLA, DIDIER LOBO CHINCHILLA, EDGAR DÍAZ 
CONTRERAS, MARCOS DANIEL PINEDA, LORENA RIOS CUELLAR, CLAUDIA PÉREZ 
GIRALDO, KARINA ESPINOSA OLIVER, NICOLAS ECHEVERRY ALVARÁN, H.R. RUTH 
CAICEDO DE ENRIQUEZ

OBJETO DEL PROYECTO 

La promoción de economías resilientes en torno a los ecosistemas acuáticos en el territorio 
nacional. Establecer el marco jurídico necesario para garantizar el desarrollo de una economía 
resiliente y respetuosa de los ecosistemas marinos, costeros y de los demás cuerpos de agua, al 
tiempo que brindará herramientas que permitan a las comunidades comprometerse con la 
sostenibilidad de los ecosistemas al tiempo de garantizar la existencia de ingresos económicos que 
garanticen su mínimo vital y el de sus familias, permitiéndoles los ingresos que les permitan 
solventar una vida digna y en condiciones de respeto pleno por sus derechos

ANÁLISIS JURÍDICO, FINANCIERO Y/O TÉCNICO

ANÁLISIS JURÍDICO 

La Dirección Legal Ambiental de la Secretaría Distrital de Ambiente se pronuncia sobre la propuesta 
legislativa “Por medio de la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la Política 
Pública para el impulso y la promoción de la Economía Azul y la Economía Sostenible en los 
ecosistemas acuáticos del país y se dictan otras disposiciones” - “Ley de Economía Azul y 
Sostenible”, de lo cual se destaca lo siguiente: 

El desarrollo que se propone en esta iniciativa, se estructura a partir del fortalecimiento de una 
economía en torno a los ecosistemas marinos y costeros, así como entorno a los ecosistemas 
acuáticos continentales del país; para los efectos de la iniciativa de Economía Azul, para el caso de 
los primeros; y Economía Sostenible, para el caso de los segundos. Así las cosas, dado que el 
Proyecto de Ley en examen tiene como finalidad “promover” y depende su desarrollo de la 
expedición de una política pública, su contenido está orientado a establecer, en su mayoría, 
acciones muy generales a cargo del Gobierno nacional tendientes a incentivar y generar un 
escenario óptimo en el que la Economía Azul y Sostenible pueda desarrollarse adecuadamente en 
el territorio nacional.  

En el marco de lo anterior, se evidencia entonces que, el Proyecto de Ley no establece actividades 
específicas a cargo de las autoridades ambientales, motivo por el cual esta Secretaria teniendo en 

cuenta el concepto de la Dirección Legal Ambiental, no considera procedente en el marco de sus 
competencias, emitir un concepto jurídico o al respecto.

No obstante, vale la pena señalar sobre el contenido de la iniciativa legislativa lo siguiente: i) Existe 
consistencia con el objeto, en la medida en que se esbozan lineamientos generales que serán 
materializados a través de una política pública posterior; ii) si bien el propósito es promover, y se 
establece que posteriormente se desarrollará una política pública, se considera que el lenguaje 
utilizado, en su mayoría, es muy general y ambiguo; y, iii) no se encontró una norma de igual o 
diferente jerarquía que tratara los temas objeto de estudio, considerándose, por tanto, un aspecto 
técnico susceptible de tratamiento a través del citado instrumento.

ANALISIS TÉCNICO 

Una vez analizado el proyecto de ley desde el punto de vista técnico, se considera pertinente señalar 
los siguientes comentarios: 

A través de la Dirección de Planeación y Sistemas de Información Ambiental (DPSIA), se analizó la 
viabilidad de pronunciarse respecto del proyecto de acuerdo y emitir el pronunciamiento respectivo 
en el marco de sus competencias, y se concluyó pronunciarse en los siguientes términos: 

Debe incluirse el análisis de articulación con los planes vigentes en torno al aprovechamiento del 
recurso hídrico en los ecosistemas identificados en el documento, teniendo en cuenta que estos 
planes están diseñados para cumplir metas nacionales e internacionales, como lo son el Plan 
Nacional de Desarrollo, Política Nacional de Gestión Integral de Recurso Hídrico, los Planes de 
Ordenamiento y Manejo de Cuencas Hidrográficas, Política Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional (SAN) en Colombia (CONPES 113 de 2008), el Plan de Acción de Biodiversidad 
presentado en la COP 16, el Plan Nacional de Negocios Verdes 2022 – 2030, entre otros, donde las 
Soluciones Basadas en la Naturaleza (SbN) son priorizadas en la gestión de conservación y uso 
sostenible de los ecosistemas, evidenciando que el documento no está en concordancia con estos. 

Por otra parte, en el documento propuesto no se puntualiza la participación efectiva de comunidades 
presentes o aledañas en este tipo de ecosistemas, por lo tanto, no se evidencian los beneficios 
territoriales reales, ni establece criterios que reduzcan la intervención de posibles intereses privados 
sobre los recursos públicos, teniendo en cuenta que Colombia fue uno de los países que ratificó el 
Acuerdo de Escazú.

A continuación, se presentan comentarios específicos de acuerdo con los conceptos utilizados y las 
precisiones técnicas de los apartados presentados.

- El Proyecto de Ley 224 de 2024 confunde con frecuencia los conceptos de “economía azul” 
(referente a ecosistemas marinos y costeros) y “economía ecológica / sostenible” en 
ecosistemas hídricos continentales. Aunque se menciona esta distinción, es importante 
incluir definiciones claras y diferenciadores de economía azul (marina y costera) y economía 
ecológica / sostenible (continental, humedales, páramos, cuencas urbanas). 
Adicionalmente, se encuentra en algunos apartados del documento el concepto de 
economía hídrica, estos términos deben ser homogenizados y estar claramente definidos y 
disponerlos en los artículos iniciales donde se establezcan las definiciones.

- Así mismo, se deben proponer líneas de acción específicas por tipo de ecosistema, teniendo 
en cuenta las condiciones biofísicas, usos y tipos de aprovechamiento correspondientes. Al 
revisar las consideraciones y articulado del proyecto de Ley 224 de 2024, se evidencia un 
riesgo en que los intereses comunes puedan interponerse sobre los intereses colectivos, 
toda vez que, no se precisa la participación de las comunidades en el desarrollo de los 
proyectos o en los incentivos económicos. Lo anterior, podría abrir la puerta a modelos de 
privatización de ecosistemas bajo el discurso de sostenibilidad, lo que pone en entredicho 
el enfoque de economía azul y el interés público.

- Debe considerarse, además del contexto normativo listado, los acuerdos y obligaciones a 
nivel nacional y territorial, como el marco de la convención RAMSAR, como parte del bloque 
de constitucionalidad. 

- El análisis presentado se limita a lo técnico y económico, sin incorporar la perspectiva social 
ni territorial. El texto no incluye mecanismos de redistribución, incentivos económicos, ni 
procesos de participación social que garanticen que las comunidades locales se beneficien 
del aprovechamiento de los recursos de estos ecosistemas. Al no incluir estas 
especificaciones no es pertinente hablar de generación de procesos sostenibles, puesto que 
no se indica como los factores sociales están involucrados en el desarrollo de los proyectos.

- Desde el objeto de la iniciativa o proyecto de Ley, debe ser claro que se incluyen también 
los cuerpos de agua dulce o continentales, cómo los humedales, que luego se presentan en 
la economía sostenible o ecológica; por lo tanto, desde el inicio debe ser consistente el 
alcance del proyecto de ley. 

- Es importante incluir impuestos, tasas y demás, que permitan regular el uso del recurso, de 
tal forma que el acceso a este tipo de actividades económicas con potencial impacto 
ambiental tengan una contraprestación monetaria por el uso del recurso y pueda controlarse 
y hacer seguimiento al cumplimiento de unos estándares o indicadores ambientales. 

- Precisar qué tipo de compensaciones e instrumentos financieros aplican actualmente para 
este tipo de financiamiento, y así tomar la decisión si se deben desarrollar nuevos o ajustar 
el alcance de los existentes. Debe revisarse si el uso de fuentes como el 1% de los ingresos 
corrientes o tasas ya existentes a nivel territorial son válidas para el financiamiento de la 
economía azul.

- Es importante resaltar que debe ser prioritaria la cobertura de acceso a agua potable en el 
país o el servicio ecosistémico de aprovisionamiento de agua, como derecho fundamental.

ANALISIS FINANCIERO

En lo correspondiente a la obligación que se le originaría a la Secretaría Distrital de Ambiente, la 
cual se establece en el objeto y el artículo 1° del proyecto de la iniciativa:

“ARTÍCULO 1°. Objetivo: promoción de economías resilientes en torno a los ecosistemas 
acuáticos continentales en el territorio nacional. El igual sentido establece el marco jurídico 
necesario para garantizar el desarrollo de una economía resiliente y respetuosa de los 
ecosistemas marinos, costeros y de los demás cuerpos de agua, al tiempo de brindar 

herramientas que permitan a las comunidades comprometerse con la sostenibilidad de los 
ecosistemas al tiempo de garantizar la existencia de ingresos económicos que garanticen su 
mínimo vital y el de sus familias, garantizándoles a estas los ingresos que les permita 
solventar una vida digna y en condiciones de respeto pleno por sus derechos”.

De manera atenta se informa que, una vez realizada la validación con la Dirección Legal sobre el 
impacto fiscal del presente proyecto, se determinó que no requiere de recursos adicionales. Lo 
anterior, teniendo en cuenta que el proyecto de ley no establece actividades específicas a cargo de 
las autoridades ambientales. 

OBSERVACIONES AL ARTICULADO

Lo señalado en el acápite anterior. 

En conclusión, desde la Secretaría Distrital de Ambiente, se considera que el proyecto de ley es 
CONVENIENTE, condicionado a las observaciones, comentarios y sugerencias aquí previstas, 
con la claridad de que no se establecen actividades específicas con cargo a esta Secretaría. 

En los anteriores términos damos respuesta a la solicitud, no sin antes manifestar la disposición 
que nos asiste en suministrar o aclarar cualquier información adicional que se requiera.

Atentamente,

ADRIANA SOTO CARREÑO
SECRETARIA DISTRITAL DE AMBIENTE

DPSIA
Proyectó:
DANIEL ESTEBAN JURADO OSORIO Fecha de ejecución: 28-05-2025

Revisó:
     
MARIANA UNDA VENEGAS

   
Fecha de ejecución: 29-05-2025

Aprobó:
JAVIER EDUARDO ROJAS CALA Fecha de ejecución: 29-05-2025
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